
   

 

 

   

CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 
SÉPTIMO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA NACIONAL  

 

P á g i n a  1 | 10 

 

EXPEDIENTE : 00011-2020-77-5001-JR-PE-03 
JUEZ   : CHAVEZ TAMARIZ JORGE LUIS 
ESPECIALISTA : ORREGO ZAMORA JOSE MARIO 
 
RESOLUCIÓN N° 27 
//Lima, veinte de agosto 

Del dos mil veintiséis. -  
 

I. ASUNTO:  

Pronunciamiento ante la petición de parte Guido César Aguila Grados (ingresos 
N.°11,827-2026, 13,584-2026, 15,936-2026, 33,501-2026, 33,617), Iván Noguera Ramos 
y Orlando Benites Velásquez (ingreso N.°12,731-2026) de pérdida de competencia y 
nulidad absoluta de los actos judiciales en aplicación de la jurisprudencia, según al 
Recurso de Apelación 392-2024 de fecha 29 de noviembre del 2025; así como las 
adhesiones a la petición de nulidad por la persona jurídica Universidad Privada 
Telesup SAC (adhiere al pedido de Aguila Grados de nulidad absoluta con escrito según 
ingreso N.°12,747-2026). 

II. FUNDAMENTOS  

1. Las defensas técnicas de Guido César Aguila Grados, Iván Noguera Ramos, Orlando 
Benites Velásquez y la persona jurídica Universidad Telesup, peticionan la aplicación de 
la jurisprudencia descrita en la Apelación N.°392-2024, emitida por la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema, para que la aludida competencia del proceso seguido 
contra sus patrocinados retorne a la Corte Suprema y se nulifique todas las actuaciones 
judiciales desarrollados ante este Juzgado Nacional, como se expone de modo resumido:  

1.1. la defensa de Guido Aguila Grados peticiona invocado en la Apelación N.°392-
2024, que los efectos de jurisprudencia es que el competente para conocer este caso es el 
fiscal y juez supremo, con invocación del caso Barreto Leiva vs. Venezuela, más si se ha 
referido que el proceso penal inicia desde que se recibe la notitia criminis. En su defensa 
material el procesado Aguila Grados ha referido que debe aplicarse la jurisprudencia que 
es vinculante.  

1.2. La defensa técnica de Iván Noguera Ramos se adhiere a los fundamentos de la 
defensa antes señalada, y agrega su irresponsabilidad en los hechos imputados.  

1.3. La defensa técnica de Orlando Benites Velásquez se ampara la citada jurisprudencia 
invocada por la primera defensa y sostiene que no se puede cambiar la jurisdicción en lo 
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sobrevenido como sustento del debido proceso, recuerda que la investigación se inicia 
en la Fiscalía de la Nación y luego se deriva y se acumula al caso fiscal N.°7-2019 a cargo 
de la Fiscalía de la especialidad.  

1.4. El abogado de Telesup sostiene que la investigación tiene que estar a cargo del 
Fiscal de la Nación, y que todo lo actuado constituye nulidad en aplicación de la regla 
150 del Código Procesal Penal.  

1.5. La Fiscalía y la Procuraduría Pública se oponen en aplicación del expediente N.°30-
2010-HC/TC, como la Apelación N.°131-2022 del 18 de noviembre del 2022, 
fundamento jurídico 3, de modo que se ha realizado un control difuso sin un 
procedimiento regular o en su caso se trata de un cambio de criterio.  

2. La Regla aplicable es el artículo 450, inciso 10 del Código Procesal Penal Peruano, que 
establece “Vencido el plazo de cinco años, previsto en el artículo 99 de la Constitución, siempre que 

no se haya incoado el proceso penal, el ex alto funcionario público estará sometido a las reglas del proceso 

penal común”.  

2.1. La interpretación jurisprudencial que actualmente invocan los peticionantes arriba 
señalados, es que la actual jurisprudencia de la Corte Suprema a través del Recurso de 
Apelación N.°392-2024/Suprema del 29 de septiembre del 2025, FJ. cuarto, señala 

que el precepto debe interpretarse conforme a la Constitución que es la “protección de la libertad en el 

desempeño de la alta función pública y la evitación que se altere su estructura y funcionamiento por 

móviles, políticos, espurios”.  

2.2. Invocando a al autor español José Manuel Chozas Alonso que tiene una tesis 
doctoral llamada “La perpetuatio iurisdictionis en el proceso civil”, resalta que la autoridad 
judicial puede iniciar su tarea con la expresión “autoridad judicial” en un 
sentido amplio que incluye al Ministerio Público.  

3. Antecedentes de actos procesales necesarios para evaluación.  

3.1. El escrito con ingreso N.°33,547-2026, presentado por el Ministerio Público 
acompaña copia de la denuncia constitucional de fecha 26 de junio del 2023, emitido 
por el Área de Enriquecimiento ilícito y Denuncias Constitucionales de la 
Fiscalía de la Nación, correspondiente a la carpeta 127-2018, contra Orlando 
Velásquez Benites, Julio Atilio Gutiérrez Pebe, Herbert Marcelo Cubas, Guido César 
Aguila Grados y Sergio Iván Noguera Ramos, por el delito de organización criminal y 
otros, con la que se acredita que la causa fue conocida por el más alto nivel de la Fiscalía 
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del que ahora se reclama según Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema, la 
perpetuatio iurisdictionis.  

3.2. Además se cuenta en folios 260 del mismo escrito, con la disposición N.°7 de 
fecha 14 de febrero del 2024 emitido por el Fiscal de la Nación, que desacumuló los 
hechos de los numerales 2.1, 2.3 y 2.4 atribuidos a Orlando Vásquez Benites, Julio Atilio 
Gutiérrez Pebe, Herbert Marcelo Cubas, Guido César Aguila Grados y Sergio Iván 
Noguera Ramos en su actuación como miembros del desactivado Consejo Nacional de 
la Magistratura [por haberse extinguido el plazo de la vigencia de la prerrogativa 
del antejuicio político y acusación constitucional], lo que sustenta el agotamiento 
del plazo y su procesamiento por la justicia ordinaria.  

3.3. Finalmente, se tiene la disposición N.°76 emitida por la Fiscalía provincial 
especializada contra la Criminalidad Organizada del Callao que por la que se amplía la 
formalización y continuación de investigación preparatoria contra Guido César Aguila 
Grados, Sergio Iván Noguera Ramos, Atilio Gutiérrez Pebe, Orlando Velásquez Benites 
y Herbert, por organización criminal; contra Guido César Aguila Grados, Sergio Iván 
Noguera Ramos y Julio Atilio Gutiérrez Pebe como cohecho pasivo específico; y, contra 
Guido César Aguila Grado y Sergio Iván Noguera Ramos por enriquecimiento ilícito.  

4. El debate se centra en la aplicación de la Apelación N.°392-2024/Suprema de fecha 
29 de septiembre del 2025 invocada por los abogados peticionantes de los acusados 
exconsejeros del CNM, con mayor contenido justificativo de unos frente a otros, en los 
fundamentos jurídicos 4 y 5, que expone al “principio perpetuatio iusdictionis”, con la 
invocación interpretativa de la regla 450, inciso 1 y 2 del Código Procesal Penal, que se 
expresa del siguiente modo, “la incoación del proceso penal no debe entenderse desde 
que se formaliza la investigación preparatoria tras la resolución acusatoria con contenido 
penal emitida por el congreso, sino se manifiesta que desde la disposición de las investigaciones 

preliminares en la que se debe efectuarse una precisión de hechos y provisional tipificación”.  

Este contenido como lo manifiestan los peticionantes, clarifica que el inicio del proceso 
penal que se fundamenta -no en la disposición que formaliza la investigación 
preparatoria posterior a la acusación constitucional-, sino desde el propio momento en 
que el fiscal del más alto nivel y que se conduce por la oficina del Área de 
Enriquecimiento ilícito y Denuncias Constitucionales de la Fiscalía de la Nación, 
correspondiente a la carpeta 127-2018, se involucra en el conocimiento de los hechos 
con apariencia delictiva en sede preliminar.  



   

 

 

   

CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 
SÉPTIMO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA NACIONAL  

 

P á g i n a  4 | 10 

 

5. A la lectura de la Apelación N.°131-2022/Suprema del 18 de noviembre del 2022 que 
en su fundamento jurídico 3 -invocada por el Ministerio Público, se menciona que “el 
procedimiento de la acusación constitucional persigue autorizar a la justicia penal la 
incoación del procesal: investigación preparatoria formalizada y ulterior enjuiciamiento 
si correspondiera por la presunta comisión de los delitos que cometan los altos 
funcionarios públicos, para luego sostener que la resolución acusatoria de contenido 
penal del congreso es la iniciación del proceso formal, de suerte que los actos previos a 
él, necesarios incluso para justificar una denuncia constitucional -las diligencias preliminares- 

no pueden incluir dentro de la prohibición constitucional derivada del artículo 100 de la Constitución”.  

Está situación expuesta en la citada jurisprudencia informa un aspecto inobjetable, 
como es la actuación de actos previos a la formalización de investigación preparatoria 
con una indagación preliminar fiscal que luego justificaría la acusación constitucional y 
que para el presente caso, es a través del despacho del Área de Enriquecimiento ilícito y 
Denuncias Constitucionales de la Fiscalía de la Nación, correspondiente a la carpeta 
127-2018, y como se mencionó dio lugar a la denuncia constitucional contra Orlando 
Velásquez Benites, Julio Atilio Gutiérrez Pebe, Herbert Marcelo Cubas, Guido César 
Aguila Grados y Sergio Iván Noguera Ramos, por el delito de organización criminal y 
otros.  

6. La regla 450, inciso 10 del Código Procesal Penal, señala que “vencido el plazo de los cinco 

años, previsto en el artículo 99 de la Constitución, siempre que no se haya incoado el proceso penal, el 

ex alto funcionario público estará sometido a las reglas del proceso común”.  

6.1. No se muestra mayor complicación de la lectura cuando establece que el límite 
temporal es “5 años hasta la obtención de la resolución acusatoria con contenido penal” 
para que se proceda a judicializar la causa penal, claro condicionado a la previa 
habilitación constitucional como se sostuvo antes, caso contrario si se vencía ese plazo al 
tenor de la ley se sigue por las reglas de proceso común, que es el procedimiento que 
siguió la Fiscalía a través del Área de Enriquecimiento ilícito y Denuncias 
Constitucionales de la Fiscalía de la Nación, correspondiente a la carpeta 127-2018, 
formuló acusación constitucional contra Orlando Velásquez Benites, Julio Atilio 
Gutiérrez Pebe, Herbert Marcelo Cubas, Guido César Aguila Grados y Sergio Iván 
Noguera Ramos, por el delito de organización criminal y otros.  

6.2. Luego, el Fiscal de la Nación a través de la disposición N.°7 del 14 de febrero del 
2024, desacumuló los hechos de los numerales 2.1, 2.3 y 2.4 atribuidos a Orlando 
Vásquez Benites, Julio Atilio Gutiérrez Pebe, Herbert Marcelo Cubas, Guido César 
Aguila Grados y Sergio Iván Noguera Ramos en su actuación como miembros del 
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desactivado Consejo Nacional de la Magistratura [por haberse extinguido el plazo de la 
vigencia de la prerrogativa del antejuicio político y acusación constitucional]. Y, 
finalmente el fiscal provincial especializado contra el crimen organizado del Callao 
formalizó investigación preparatoria [al que llamó ampliación de formalización] ante 
este Juzgado Nacional a través de la disposición 76, cargos contra Guido César Aguila 
Grados, Sergio Iván Noguera Ramos, Atilio Gutiérrez Pebe, Orlando Velásquez Benites 
y Herbert Marcelo Cubas por organización criminal; y contra,  Guido César Aguila 
Grados, Sergio Iván Noguera Ramos y Julio Atilio Gutiérrez Pebe, por el delito de 
cohecho pasivo específico. 

7. Asimismo, corresponde precisar que, actualmente, los exconsejeros del Consejo 
Nacional de la Magistratura (CNM) antes mencionados se encuentran comprendidos en 
el presente proceso penal y sujetos a la etapa intermedia, respecto de los delitos y con las 
imputaciones atribuidas que se detallan a continuación: 

NOMBRES DELITO PARTICIPACIÓN AGRAVIADO 
PENA 

PRIVATIVA DE 
LIBERTAD 

PENA DE 
INHABILITACIÓN 

DÍAS 
MULTA 

1) GUIDO CESAR 
AGUILA GRADOS  

Delito de Organización 
Criminal tipificado en el 
Art. 317.1° literal a) del 
Código Penal concordado 
con los artículos 1 y 2° 
incisos 1 y 2 de la Ley 
30077, en agravio del 
Estado 

Coautor 

El Estado 
peruano 

10 años 04 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 
y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 
del CP   

200 días 
por 
S/3,100.00 

Delito Cohecho Pasivo   
Específico, tipificado en el 
artículo 395° primer párrafo 
del código penal; 
concordado con los 
artículos 1 y 2° incisos 1 y 2 
de la Ley 30077, en agravio 
del Estado. 

Coautor 9 años 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 
y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 
del CP  

200 días 
por 
S/3,100.00 

Delito Enriquecimiento 
ilícito, tipificado en el 
artículo 401° primer párrafo 
del código penal; 
concordado con los 
artículos 1 y 2° incisos 1 y 2 
de la Ley 30077, en agravio 
del Estado 

Autor 
 

6 años 8 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

450 días 
por S/ 
6,975.00 

Por concurso real de delitos: 26 años de pena privativa de libertad, 11 años de inhabilitación conforme a los numerales 1,2,4 y 8 del art. 36 del CP y 
primer párrafo del art. 38 del CP y 850 días multa por S/13,175.00 soles 
2) SERGIO IVAN 
NOGUERA RAMOS 

Delito de Organización 
Criminal tipificado en el 
Art. 317.1° literal a) del 
Código Penal concordado 
con los artículos 1 y 2° 
incisos 1 y 2 de la Ley 
30077, en agravio del 
Estado 

Coautor 
El Estado 
peruano 

10 años 4 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

200 días 
por 

S/3,100.00 
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Delito Cohecho Pasivo   
Específico, tipificado en el 
artículo 395° primer párrafo 
del código penal; 
concordado con los 
artículos 1 y 2° incisos 1 y 2 
de la Ley 30077, en agravio 
del Estado. 

Coautor 9 años  

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

200 días 
por 

S/3,100.00 

Delito Enriquecimiento 
ilícito, tipificado en el 
artículo 401° primer párrafo 
del código penal; 
concordado con los 
artículos 1 y 2° incisos 1 y 2 
de la Ley 30077, en agravio 
del Estado 

Autor 6 años 8 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

450 días 
por S/ 

6,975.00 

Por concurso real de delitos: 26 años de pena privativa de libertad, 11 años de inhabilitación conforme a los numerales 1,2,4 y 8 del art. 36 del CP y primer 
párrafo del art. 38 del CP y 850 días multa por S/13,175.00 soles 

3) ORLANDO 
VELASQUEZ 
BENITES  

Delito de Organización 
Criminal tipificado en el 
Art. 317.1° literal a) del 
Código Penal concordado 
con los artículos 1 y 2° 
incisos 1 y 2 de la Ley 
30077, en agravio del 
Estado 

coautor 
El Estado 
peruano 

10 años 04 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

200 días 
por 

S/3,100.00 

Total:  10 años 04 meses de pena privativa de libertad, 3 años 8 meses de inhabilitación conforme a los numerales 1,2,4 y 8 del art. 36 del CP y primer 
párrafo del art. 38 del CP y 200 días multa por S/3,100.00 soles. 

4) HERBERT 
MARCELO CUBAS 

Delito de Organización 
Criminal tipificado en el 
Art. 317.1° literal a) del 
Código Penal concordado 
con los artículos 1 y 2° 
incisos 1 y 2 de la Ley 
30077, en agravio del 
Estado 

coautor 
El Estado 
peruano 

10 años 04 meses 

3 años 8 meses 
Conforme al numeral 1,2,4 

y 8 del art. 36 del CP. Y 
primer párrafo del art. 38 

del CP 

200 días 
por 

S/3,100.00 

Total:  10 años 04 meses de pena privativa de libertad, 3 años 8 meses de inhabilitación conforme a los numerales 1,2,4 y 8 del art. 36 del CP y primer 
párrafo del art. 38 del CP y 200 días multa por S/3,100.00 soles. 

 

8. Ahora, con relación a los ex consejeros del Consejo Nacional de la Magistratura -
CNM, Guido César Águila Grados, Sergio Iván Noguera Ramos, Julio Atilio Gutiérrez 
Pebe, Orlando Velásquez Benites y Herbert Marcelo Cubas, de los hechos expuestos por 
el representante del Ministerio Público en la acusación se advierte lo siguiente: 

8.1. Señala que la organización criminal liderada por José León Luna Gálvez, actuando a 
través de sus operadores políticos José Luis Cavassa Roncalla, Óscar Abraham Nieves 
Vela y Fernando Teodoro Ernesto Obregón Mansilla, e instrumentalizando a la 
Universidad Privada TELESUP siento esta propiedad del propio José León Luna 
Gálvez, habría captado a los cinco ex consejeros antes mencionados con la finalidad de 
asegurar el control de dos decisiones dentro del CNM, que son: i. La no ratificación de 
Mariano Augusto Cucho Espinoza como jefe de la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales - ONPE, pese a contar este con un informe de evaluación favorable de fecha 
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12 de diciembre de 2016; y, ii. el posterior nombramiento de Adolfo Carlo Magno 
Castillo Meza como jefe de la ONPE, postulante patrocinado por la propia organización 
criminal. 

8.2. En cuanto a Guido César Águila Grados y Sergio Iván Noguera Ramos, ambos 
habrían recibido de la Universidad TELESUP, mientras ejercían el cargo de consejeros, 
sumas considerables de dinero bajo la apariencia de contratos de cesión de derechos de 
autor y auspicio de obras jurídicas: S/. 420,000.00 en el caso de Águila Grados y S/. 
912,734.00 en el caso de Noguera Ramos, entre los años 2015 y 2018. El documento 
señala que dichas obras no formaban parte del acervo bibliográfico presentado por la 
universidad ante la SUNEDU para su proceso de licenciamiento, careciendo así de 
correlato con la supuesta finalidad que motivó tales contrataciones, y que, en varios 
casos, los pagos fueron efectuados con anterioridad a la celebración formal de los 
contratos, lo que sugiere una regularización posterior de desembolsos ya realizados. 
Adicionalmente, Noguera Ramos habría vendido a la universidad un inmueble de su 
propiedad en Pueblo Libre por US$ 380,000.00, registrado ante los Registros Públicos 
casi dos años después de perfeccionada la compraventa, y su cónyuge, Flor de María 
Sisniegas Linares, fue designada Decana de la Facultad de Derecho de la misma 
universidad. 

8.3. Respecto de Julio Atilio Gutiérrez Pebe, el beneficio no habría sido directo, sino 
canalizado a través de la incorporación de su hijo, Juan Carlos Martín Gutiérrez Valdivia, 
en la planilla de trabajadores de la Universidad TELESUP, apenas veintiún días después 
de que aquel asumiera el cargo de consejero, percibiendo una remuneración 
notoriamente superior a la que correspondería a las funciones declaradas, sin que exista 
constancia documental de la actividad efectivamente realizada. Gutiérrez Pebe presentó 
su renuncia irrevocable al CNM el 17 de julio de 2018, tras la difusión de los 
denominados "Audios de la vergüenza". 

8.4. En lo que atañe a Orlando Velásquez Benites, quien asumiera el cargo el 2 de marzo 
de 2015, el documento describe gestiones de acercamiento realizadas a través de una 
persona de su entorno cercano con el fin de asegurar su voto favorable a Castillo Meza, 
así como un ofrecimiento posterior canalizado mediante su hijo, Orlando Vladimir 
Velásquez Alemán para propiciar su elección como Presidente del CNM a cambio de 
reconocer dicho cargo como una deferencia hacia Luna Gálvez, elección que en efecto 
se produjo por unanimidad el 21 de febrero de 2018. 

8.5. Finalmente, en cuanto a Herbert Marcelo Cubas, quien asumiera el cargo el 30 de 
noviembre de 2015, se describe su participación en reuniones de coordinación entre 
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ellas una sostenida en el domicilio del ex fiscal supremo Tomás Aladino Gálvez Villegas 
orientadas a definir el respaldo a la candidatura de Castillo Meza, así como la 
intervención de su asesor personal, Miguel Ángel Torres Reyna, en la elaboración de un 
informe favorable destinado a incrementar el puntaje curricular del candidato. 

9. Por otro lado, no existe un fundamento relevante y suficiente que impida la aplicación 
de la jurisprudencia recaída en el Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema que data 
del 29 de septiembre del 2025 al presente caso, que prevalece ante el Recurso de 
Apelación N.°131-2022/Suprema que data anterior al 2022, que ha sido claro en 
establecer un nuevo precedente, que interpreta la regla 450, apartado 10 del 
Código Procesal Penal, que como se dijo de modo taxativo, a través de la incoación 
del proceso penal no se condiciona a la disposición que formaliza investigación 
preparatoria; sino, desde la notitia criminis a partir del dictado de la disposición que inicia 
la investigación preliminar; agrega, que el tiempo que ocupe la investigación fiscal, como 
el que se invierta el congreso no puede importar el cambio de radicación de la causa y 
no puede dar lugar a la pérdida de la prerrogativa de la acusación constitucional que 
se fundamenta en el debido proceso y tutela jurisdiccional efectiva del artículo 139, 
numeral 3 de la Constitución. 

10. En sentido similar lo sostuvo el procesado Guido Aguila Grados, cuando expresó en 
acto de audiencia pública en el ejercicio de derecho de defensa material, que las cargas 
de demoras en el procedimiento no puede justificar desplazar su prerrogativa, cuando la 
Corte Suprema ha reconocido que no es posible que el tiempo pueda sustraer de la 
competencia del caso que inicialmente asumió el más alto nivel de la Fiscalía, que como 
se lee es el Área de Enriquecimiento ilícito y Denuncias Constitucionales de la Fiscalía 
de la Nación, correspondiente a la carpeta 127-2018.   

11. Al tratarse de un pronunciamiento que brinda un sentido a la ley, al aludir al Recurso 
de Apelación N.°392-2024/Suprema, no es posible evidenciar de su propio contenido 
que las actuaciones anteriores fiscales tengan una sanción de nulidad y del que nunca se 
aborda, tal como en el presente caso lo han peticionado los aludidos procesados, menos 
que se haya establecido o creado una regla que imponga esos alcances nulificantes a las 
actuaciones que se hayan desarrollado por la entidades públicas responsables de la 
tramitación- cuando se trata de una reciente jurisprudencia con efecto vinculante; 
entonces, los efectos no son atendibles o amparados desde su propio contenido de la 
jurisprudencia invocada.  

12. Además, el sentido interpretativo de la ley a través de la jurisprudencia no es 
equiparable a la Ley, pues la jurisprudencia se aplica de forma específica a un caso en 
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concreto y no en abstracto y general como la ley; asimismo el principio de retroactividad 
por mandato constitucional opera para la ley como lo establece la Constitución Política 
en el artículo 103, cuando señala que “La ley desde su entrada en vigencia, se aplica a las 

consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; 

salvo en ambos supuestos, en materia penal cuando favorece al reo”, lo que no es propio de la 
jurisprudencia, salvo que se trate de un precedente vinculante a través del retroactive 

overruling, del que como se dijo antes, no ha sido expresamente sentado como regla en el 
Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema. 

13. La defensa técnica de Guido Aguila sostiene que la correcta aplicación de la 
competencia se debe tramitar por el artículo 35 del Código Procesal Penal; sin embargo, 
está establece un plazo de 10 días de formalizada la investigación preparatoria como 
oportunidad para su petición y debate, lo que no ha sucedido y hace improcedente su 
estimación; por lo que, resulta coherente la elevación respecto a situación de procesados 
de los exmiembros del CNM a través del artículo 44, inciso 3 del Código Procesal Penal, 
debido a que se trata de exmiembros del CNM (alto nivel funcionarial), cuyos ilícitos lo 
han cometido en el ejercicio de sus funciones y que por aplicación de la “principio 

perpetuatio iusdictionis” basado en la Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema, el paso 
del tiempo no cambia la radicación de la prerrogativa por el que fueron investigados por 
los más altos niveles de la Fiscalía.  

III. DECISIÓN 

Por estas razones, el Séptimo Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional, con las 
facultades de la Constitución Política del Perú y el Código Procesal Penal, resuelve: 

1. Declarar FUNDADO en parte la petición formulada por Guido César Aguila 
Grados, Iván Noguera Ramos y Orlando Benites Velásquez:  

1.1. Declarar FUNDADO la pérdida de competencia en aplicación de la 
jurisprudencia a través del Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema, en favor 
de los ex consejeros del CNM, Guido César Aguila Grados, Iván Noguera Ramos 
y Orlando Benites Velásquez; y lo referido a la pretensión civil que corresponde a 
la sucesión procesal del fallecido exconsejero Julio Gutiérrez Pebe; en 
consecuencia, en aplicación del artículo 44, inciso 3 del Código Procesal 
Penal, elévese en consulta al Juez de Investigación Preparatoria de la Corte 
Suprema para que proceda conforme a sus legales atribuciones.  
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2. Declarar INFUNDADO la nulidad absoluta en aplicación de la jurisprudencia a 
través del Recurso de Apelación N.°392-2024/Suprema, formulado por Guido César 
Aguila Grados, Iván Noguera Ramos y Orlando Benites Velásquez;  

3. SUSPÉNDASE la continuidad de la etapa intermedia hasta que se cuente con 
pronunciamiento del Supremo Tribunal debiendo proseguirse con su trámite una vez 
comunicado dicho pronunciamiento. 

4. Notifíquese a las partes procesales en el modo y forma de ley.  
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